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1. UNIÓN EUROPEA 

-Resolución del Parlamento Europeo, de 25 de noviembre de 2015, sobre el marco 

estratégico de la UE en materia de salud y seguridad en el trabajo 2014-2020 

(2015/2107(INI)) (DOUE C 366, 27-10-17) 

A través de esta Resolución el Parlamento Europeo expresa una serie de 

consideraciones relevantes respecto al Marco Estratégico de la UE en materia de salud y 

seguridad en el trabajo 2014-2020: 

-Considera ante todo que unas buenas condiciones laborales que protejan la salud 

física y mental constituyen un derecho individual fundamental de los trabajadores y que tiene 

valor positivo en sí mismo. Pone de relieve que la crisis económica ha provocado un 

aumento de la inseguridad laboral y de las formas atípicas de empleo, junto con una 

reducción de ingresos de las empresas, en particular de las pymes, pero considera que esto no 

debe significar que se pierdan de vista la importancia de la salud y la seguridad en el trabajo 

ni los elevados costes sociales y personales de los accidentes en el lugar de trabajo 

provocados por el incumplimiento de las normas. 

-Considera asimismo que la prevención de los riesgos laborales, la promoción de la 

salud y la seguridad y la protección de los trabajadores en el lugar de trabajo son 

fundamentales para mejorar las condiciones laborales y, por lo tanto, para proteger la salud 

de los trabajadores, lo que a su vez confiere importantes ventajas sociales y económicas a los 

trabajadores interesados y a la sociedad en su conjunto. 

-Destaca que el envejecimiento de la población de la UE constituye uno de los 

principales retos de los Estados miembros, pero que existen desigualdades en la esperanza de 

vida en función de las distintas categorías sociolaborales y de la dureza del trabajo, y que los 

trabajadores mayores de 55 años son especialmente sensibles a determinados trastornos y 

enfermedades. 

-Pone de relieve que las cargas administrativas y los costes directos en los que 

incurren las empresas como resultado de las políticas de salud y seguridad en el trabajo son 

significativamente inferiores a las asociadas a las enfermedades profesionales y los 

accidentes laborales que el marco reglamentario de la UE pretende evitar. De tal forma que 

algunos estudios sugieren que el rendimiento de las inversiones en materia de prevención 

puede ser importante para las empresas. 

-Destaca que el estrés relacionado con el trabajo, en particular, y los riesgos 

psicosociales, en general, son un problema cada vez mayor para los trabajadores y los 

empresarios en toda Europa, y que casi la mitad de los trabajadores consideran que están 

presentes en su lugar de trabajo. También destaca que el estrés relacionado con el trabajo 

contribuye al absentismo laboral, repercute negativamente en la productividad y representa 

casi la mitad del número de días de trabajo perdidos cada año.  

-Destaca también la importante función desempeñada por las inspecciones de trabajo 

en la aplicación de las políticas de salud y seguridad en el trabajo a escala regional y local, y 

que el cumplimiento de las obligaciones jurídicas constituye la razón principal para que 

muchas empresas gestionen la salud y la seguridad en el trabajo y apliquen medidas 

http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.366.01.0117.01.SPA&toc=OJ:C:2017:366:TOC
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preventivas. Asimismo destaca que la plena implicación, participación y representación de 

los trabajadores en las empresas y el compromiso de la dirección son extraordinariamente 

importantes para el éxito de la prevención de riesgos en el lugar de trabajo, y que en los 

lugares de trabajo en los que existe representación sindical los índices de accidentes y 

enfermedades son más bajos. 

-Pone de relieve la especial incidencia que tiene en la salud y la seguridad en el 

trabajo el empleo precario (debilitando las estructuras existentes en materia de salud y 

seguridad en el trabajo; excluyendo a los trabajadores de la formación y del acceso a los 

servicios de salud y seguridad en el trabajo; asocia a estrés psicológico debido a la 

inseguridad en el empleo); la externalización del trabajo a través de la subcontratación y el 

trabajo temporal facilitado a través de agencias especializadas (que puede dificultar la 

atribución de responsabilidades en materia de disposiciones sobre salud y seguridad en el 

trabajo); así como el trabajo no declarado y el falso empleo por cuenta propia. 

-Respecto al Marco estratégico de la UE en materia de seguridad y salud en el trabajo, 

hace hincapié en que todos los trabajadores, incluidos los del sector público, tienen derecho 

al máximo nivel de protección en materia de salud y seguridad en el lugar de trabajo, 

independientemente del tamaño de la empresa, del tipo de trabajo, de su contrato o del 

Estado miembro en el que trabajen. Por ello, pide a la Comisión que elabore estrategias 

laborales específicas que cubran todas las formas de empleo previstas en la legislación de la 

UE en materia de salud y seguridad en el trabajo, y que se establezcan normas más claras y 

eficientes en materia de salud y seguridad en el trabajo. 

-Lamenta también que la Comisión no haya establecido objetivos específicos en el 

marco estratégico. Entre ellos subraya que es fundamental asegurar un ambiente laboral 

seguro y saludable desde el punto de vista físico y mental durante toda la vida laboral de las 

personas con el fin de lograr el objetivo de un envejecimiento activo y en condiciones 

saludables de todos los trabajadores; destaca la importancia de la prevención de las 

enfermedades profesionales y los accidentes laborales; y destaca  la necesidad de medidas 

concretas para contrarrestar los efectos de la crisis, ayudando a las empresas a que 

emprendan acciones para mejorar la seguridad y la salud en el trabajo. 

-Reconoce la importancia de tener en cuenta la situación, las necesidades específicas 

y las dificultades de cumplimiento por parte de las microempresas y de las pequeñas 

empresas, así como de algunos sectores de los servicios públicos. 

-Considera que garantizar la igualdad de condiciones en toda la UE y eliminar la 

competencia desleal y el dumping social revisten una importancia crucial; anima a los 

Estados miembros a que sigan las normas y directrices de la OIT sobre la inspección del 

trabajo. 

-Pone de relieve la dificultad de aplicar la legislación en materia de salud y seguridad 

en el trabajo por lo que se refiere a los trabajadores que ejercen actividades no declaradas; y 

pide a los Estados miembros que lleven a cabo inspecciones rigurosas e impongan sanciones 

adecuadas a los empresarios que recurran a trabajadores no declarados. 
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-Destaca la necesidad de mejorar la calidad del marco reglamentario, y espera que se 

realicen más progresos en este ámbito.  

-Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre la «Propuesta de Reglamento 

del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se modifican el Reglamento (CE) n.° 

883/2004, sobre la coordinación de los sistemas de seguridad social, y el Reglamento 

(CE) n.° 987/2009, por el que se adoptan las normas de aplicación del Reglamento (CE) 

n.° 883/2004. Texto pertinente a efectos del EEE y de Suiza. [COM(2016) 815 final — 

2016-0397 (COD)] (DOUE C 345, 13-10-17) 

1. El CESE considera que la propuesta de nuevo Reglamento sobre la coordinación de 

los sistemas de seguridad social debería tener como objetivo facilitar la circulación de 

solicitantes de empleo y trabajadores, y no restringirla. Considera que esta iniciativa debería 

tener como objetivo instaurar un equilibrio justo entre países de origen y de acogida. 

2. En cuanto a las condiciones aplicables a los ciudadanos que tienen derecho a 

«exportar» las prestaciones por cuidados de larga duración cuando se trasladan al extranjero, 

el CESE considera que las nuevas normas ofrecen mejor protección a los ciudadanos en las 

situaciones transfronterizas. Sin embargo, señala que las nuevas normas no establecen un 

nuevo derecho a cuidados de larga duración en cada uno de los Estados miembros, puesto 

que esto depende de la existencia de dichos servicios en el país de acogida.  

3. El CESE señala que tanto la propuesta de revisión del Reglamento sobre 

coordinación de la seguridad social como la Directiva sobre el desplazamiento de 

trabajadores son pertinentes para la movilidad laboral. No obstante, como los dos 

instrumentos abordan cuestiones distintas, el CESE teme que referirse a las definiciones de la 

propuesta de revisión de Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores en el Reglamento 

sobre la coordinación de la seguridad social contribuya, en la práctica, a menoscabar la 

claridad jurídica. 

4. El CESE señala que el requisito propuesto de haber trabajado al menos tres meses 

en el Estado miembro de acogida antes de poder percibir allí prestaciones por desempleo 

retrasará la «totalización de períodos» que da derecho a prestaciones. Aunque ello podría 

hacer más justas las normas para los países de destino, también podría influir negativamente 

en la motivación para la movilidad. 

5. No le queda claro cómo puede la propuesta de ampliar el período para «exportar» 

las prestaciones por desempleo de los tres meses actuales a al menos seis brindar realmente 

oportunidades laborales a los solicitantes de empleo, puesto que ello dependerá de la 

situación del mercado laboral, que difiere de un país a otro. 

6. Considera que una mayor convergencia en términos de prestaciones, agregación y 

activación contribuiría a mejorar y facilitar la coordinación de los sistemas de seguridad 

social. Asimismo, los servicios públicos de empleo (SPE) deberían ser más eficaces a la hora 

de apoyar a los solicitantes de empleo móviles a encontrar empleos adaptados. 

7. Pide un compromiso más firme por parte de los Estados miembros que facilite a los 

ciudadanos móviles que no ejercen una actividad económica cotizar de manera 

http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.345.01.0085.01.SPA&toc=OJ:C:2017:345:TOC
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proporcionada y conforme al principio de igualdad de trato a un régimen para la cobertura 

del seguro de enfermedad en el Estado miembro de acogida.  

8. Por último, considera que ninguna disposición de la nueva normativa propuesta 

debería restringir los derechos fundamentales reconocidos en la Carta de los Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea. 

En el Dictamen se indican los cambios propuestos en las normas de coordinación de 

la seguridad social: 

-Los cambios propuestos por la Comisión Europea en su comunicación de 13 de 

diciembre de 2016 obedecen a la necesidad de actualizar o ajustar las normas vigentes; a la 

necesidad de simplificar y facilitar los métodos de aplicación; y busca aportar claridad y 

normas justas y aplicables para facilitar la movilidad laboral, ya que, si bien la libre 

circulación de trabajadores sigue siendo uno de los principales pilares del mercado interior, 

también se está instando a las autoridades nacionales a luchar contra el abuso o el fraude en 

las prestaciones. 

-Los principales cambios propuestos afectan a: 

i) La exportación de las prestaciones por desempleo: el período para «exportar» las 

prestaciones por desempleo va a ampliarse de un mínimo de tres a seis meses, con la 

posibilidad de una nueva ampliación para el resto del período de derecho a prestaciones. 

ii) Al evaluar si un solicitante de empleo cumple los requisitos para recibir 

prestaciones por desempleo, el Estado miembro estará obligado a comprobar y contabilizar 

períodos de seguro anteriores en otros Estados miembros (como sucede con la normativa 

actual). Sin embargo, esto solo es posible si la persona en cuestión ha trabajado en ese 

Estado miembro al menos tres meses (nueva propuesta). Si la persona no cumple los 

requisitos, será el Estado miembro en el que estuviese empleado anteriormente el 

responsable de pagar dichas prestaciones.  

iii) Las prestaciones por desempleo para trabajadores fronterizos: con arreglo a las 

normas propuestas, el Estado miembro del anterior empleo será el responsable de pagar 

cualquier prestación por desempleo si los trabajadores han trabajado allí durante doce meses. 

Sin embargo, con arreglo a las normas actuales, los trabajadores fronterizos pagan las 

cotizaciones y los impuestos al Estado miembro en el que trabajan. En el caso de los 

períodos de empleo inferiores a doce meses será el Estado miembro de residencia el que 

pague las prestaciones por desempleo.  

iv) Las prestaciones sociales para las personas que no ejercen una actividad 

económica: en este caso, la propuesta tiene como objetivo codificar la jurisprudencia reciente 

del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, conforme a la cual los ciudadanos que no 

ejercen una actividad económica y se trasladan de un Estado miembro a otro solo pueden 

acceder a prestaciones sociales si cumplen la condición de residencia legal, tal como se 

define en la Directiva sobre la libertad de circulación. Sin embargo, la residencia legal de las 

personas que no ejercen una actividad económica exige que demuestren que tienen medios 

de subsistencia suficientes y un seguro de enfermedad que cubre todos los riesgos. Esta 
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condición no se aplica a los solicitantes de empleo activos: el artículo 45 del TFUE les 

confiere directamente su derecho de residencia en otro Estado miembro. 

v) La seguridad social para trabajadores desplazados: se afirma que el objetivo de las 

normas propuestas es reforzar las herramientas administrativas relacionadas con la 

coordinación de la seguridad social de los trabajadores desplazados, a fin de garantizar que 

las autoridades nacionales tengan los medios adecuados para verificar la situación de 

seguridad social de estos trabajadores y eliminar posibles prácticas desleales o abusos.  

vi) Las prestaciones familiares: la propuesta actualiza las normas sobre prestaciones 

de permiso parental, que compensan a un progenitor por la pérdida de ingresos o salarios 

durante el tiempo dedicado a criar un hijo. La propuesta no modifica las normas actualmente 

en vigor sobre la exportación de las prestaciones por hijos a cargo. Tampoco se contempla 

una indexación de las prestaciones por hijos a cargo 

2. COTIZACIÓN 

-Orden ESS/55/2018, de 26 de enero, por la que se desarrollan las normas legales de 

cotización a la Seguridad Social, desempleo, protección por cese de actividad, Fondo de 

Garantía Salarial y formación profesional para el ejercicio 2018 (BOE 29-1-2018).  

El artículo 106 de la Ley 3/2017, de 27 de junio, de Presupuestos Generales del 

Estado para el año 2017, estableció las bases y tipos de cotización a la Seguridad Social, 

desempleo, cese de actividad de los trabajadores autónomos, Fondo de Garantía Salarial y 

formación profesional para el ejercicio 2017, facultando en su apartado diecisiete a la 

Ministra de Empleo y Seguridad Social para dictar las normas necesarias para la aplicación y 

desarrollo de lo previsto en el citado artículo. 

Al haber quedado prorrogados de forma automática los Presupuestos Generales del 

Estado para el año 2017, se mantienen en sus propios términos las normas de cotización 

previstas en el citado artículo 106, hasta tanto se aprueben los presupuestos correspondientes 

al año 2018, si bien con la necesaria adaptación a las modificaciones de ámbito legal que, 

con posterioridad a la publicación de la Ley 3/2017, de 27 de junio, han incidido en este 

ámbito, como las llevadas a cabo por el Real Decreto-ley 14/2017, de 6 de octubre, por el 

que se aprueba la reactivación extraordinaria y por tiempo limitado del programa de 

recualificación profesional de las personas que agoten su protección por desempleo, o la Ley 

6/2017, de 24 de octubre, de Reformas Urgentes del Trabajo Autónomo. 

También se incrementan para el año 2018 los tipos de cotización por contingencias 

comunes a cargo del empleador y del empleado aplicables en el Sistema Especial para 

Empleados de Hogar, así como el tipo de cotización a cargo del empresario correspondiente 

a los trabajadores incluidos en los grupos de cotización 2 a 11 del Sistema Especial para 

Trabajadores por Cuenta Ajena Agrarios, conforme al incremento paulatino de los mismos 

previsto en las disposiciones transitorias decimosexta y decimoctava del texto refundido de 

la Ley General de la Seguridad Social. 

Mediante esta Orden se desarrollan las previsiones legales en materia de cotizaciones 

sociales para el ejercicio 2018; se reproducen las bases y tipos de cotización establecidos en 

el texto legal citado, con las actualizaciones correspondientes a las modificaciones 
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incorporadas durante 2017, y se adaptan las bases de cotización establecidas con carácter 

general a los supuestos de contratos a tiempo parcial. 

En materia de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales será de aplicación 

la tarifa de primas establecida en la disposición adicional cuarta de la Ley 42/2006, de 28 de 

diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2007. 

Se fijan también los coeficientes aplicables para determinar la cotización a la 

Seguridad Social en supuestos específicos, como son los de convenio especial, colaboración 

en la gestión de la Seguridad Social o exclusión de alguna contingencia. 

Se establecen los coeficientes para la determinación de las aportaciones a cargo de las 

mutuas colaboradoras con la Seguridad Social al sostenimiento de los servicios comunes de 

la Seguridad Social, así como los valores límite de los índices de siniestralidad general y de 

siniestralidad extrema, correspondientes al ejercicio 2017, y el volumen de cotización por 

contingencias profesionales a alcanzar durante el período de observación, para el cálculo del 

incentivo previsto en el Real Decreto 231/2017, de 10 de marzo, por el que se regula el 

establecimiento de un sistema de reducción de las cotizaciones por contingencias 

profesionales a las empresas que hayan disminuido de manera considerable la siniestralidad 

laboral. 

-Orden ESS/56/2018, de 26 de enero, por la que se establecen para el año 2018 las bases 

de cotización a la Seguridad Social de los trabajadores del Régimen Especial del Mar 

incluidos en los grupos segundo y tercero (BOE 29-1-2018). 

Mediante esta Orden se determinan, en función de los valores medios de las 

remuneraciones percibidas en el año 2017, las bases únicas para la cotización por 

contingencias comunes y profesionales de los trabajadores del Régimen Especial del Mar 

incluidos en los grupos segundo y tercero, conforme a lo previsto en el art. 106, apartado 

Siete.2, de la prorrogada Ley 3/2017, de 27 de junio, de PGE para el año 2017. 

Dicha determinación se efectúa sobre las remuneraciones que se determinen mediante 

Orden del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, a propuesta del Instituto Social de la 

Marina, oídas las organizaciones representativas del sector. Tal determinación se efectuará 

por provincias, modalidades de pesca y categorías profesionales, sobre la base de los valores 

medios de remuneración percibida en el año precedente. 

3. PRESTACIONES 

-Real Decreto 1079/2017, de 29 de diciembre, sobre revalorización de pensiones de 

Clases Pasivas, de las pensiones del sistema de la Seguridad Social y de otras 

prestaciones sociales públicas para el ejercicio 2018. (BOE 30-12-2017) 

Como indica la Exposición de Motivos de este RD, en un escenario de prórroga 

presupuestaria, como el que se produce en este momento, la revalorización anual de las 

pensiones sólo podrá ser objeto de una norma reglamentaria cuando dicha revalorización 

tenga cobertura, en virtud de la prórroga, en la LPGE del año precedente, como acontece en 

el presente caso.  
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En el marco del principio de legalidad presupuestaria, el legislador presupuestario 

está obligado a proceder a un incremento anual de las pensiones de al menos un 0,25 por 

ciento establecido en su normativa reguladora vigente, en concreto en los artículos 58 y 27 

de los textos refundidos de la LGSS y de la Ley de Clases Pasivas del Estado, lo que es -

según la jurisprudencia constitucional- una razón de seguridad jurídica ajena a cualquier 

consideración sobre un supuesto derecho subjetivo de los pensionistas. Por la misma razón, 

debe entenderse que la prórroga presupuestaria ex artículo 134.4 de la CE alcanza a dicha 

revalorización por cuanto la Ley 3/2017, de 27 de junio, de Presupuestos Generales del 

Estado para el año 2017, fijó una revalorización del 0,25 por ciento.  

Por ello, el Gobierno está habilitado, bajo la cobertura legal que confiere la 

mencionada prórroga, para aprobar una norma con rango de real decreto en la que se proceda 

a la revalorización, en ese mismo porcentaje, de todas aquellas pensiones que tengan 

legalmente fijado ese incremento anual mínimo. Esto es lo que se lleva a cabo en este RD. 

El RD se estructura en un artículo único sobre determinación y revalorización de las 

pensiones y otras prestaciones públicas, que entre otros aspectos establece con carácter 

general un incremento del 0,25 por ciento en las mismas, las pensiones que serán 

revalorizadas a fecha 1 de enero de 2018 y aquellas que no sufrirán incremento alguno. 

Se incorporan también al texto dos anexos: el primero de ellos referido a las cuantías 

de pensiones y prestaciones públicas aplicables en 2018 y el segundo a los haberes 

reguladores de las pensiones de Clases Pasivas y cuantías aplicables a las pensiones 

especiales de guerra. 

4. PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS Y GESTIÓN DE LA SEGURIDAD 

SOCIAL 

-Orden ESS/1323/2017, de 28 de diciembre, por la que se crea la oficina de asistencia en 

materia de registros en la sede de la Intervención General de la Seguridad Social (BOE 

4-1-2018). 

La creación de la oficina de asistencia en materia de registros en la sede de la 

Intervención General de la Seguridad Social responde a las previsiones de la Ley 39/2015, de 

1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

Esta Ley establece que los documentos que los interesados dirijan a los órganos de las 

Administraciones Públicas podrán presentarse, entre otros lugares, en las oficinas de 

asistencia en materia de registros. Para ello se establece la conversión de las actuales oficinas 

de registro en oficinas de asistencia en materia de registros, que asistirán a los registros 

electrónicos y que permitirán además a los interesados, en el caso que así lo deseen, 

presentar sus solicitudes en papel las cuales se convertirán a formato electrónico.  

Es necesario, desde el punto de vista formal, proceder, mediante orden ministerial, a 

la creación de la oficina de registro (ubicada desde los años 80 en la sede de la Intervención 

General de la Seguridad Social), dedicada al registro de los documentos administrativos. A 

través de ello, podrá adquirir el carácter de oficina de asistencia en materia de registros de 

acuerdo con la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 
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Mediante esta oficina los interesados pueden ser asistidos en el uso de medios 

electrónicos, en especial en lo referente a la identificación y firma electrónica, presentación 

de solicitudes a través de registro electrónico general y obtención de copias auténticas.  

La oficina de asistencia en materia de registros tendrá la consideración de órgano 

administrativo dentro de la estructura orgánica de la Intervención General de la Seguridad 

Social, dependiendo jerárquicamente de la Subdirección General de Organización, 

Planificación y Gestión de Recursos y formando parte de la red de oficinas en materia de 

registros de la Administración General del Estado. 

Ejercerá las funciones previstas en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en particular: otorgar 

apoderamiento por quien ostente la condición de interesado en un procedimiento 

administrativo; recibir las solicitudes, escritos y comunicaciones que los interesados dirijan a 

los órganos, organismos o entidades de las Administraciones Públicas; asistir en el uso de 

medios electrónicos a los interesados que lo soliciten; digitalizar los documentos presentados 

de manera presencial por los interesados; realizar notificaciones por comparecencia 

espontanea del interesado o su representante; facilitar a los interesados el código de 

identificación del órgano, centro o unidad administrativa a los que se dirigen sus solicitudes, 

comunicaciones y escritos, así como el correspondiente recibo que acredite la fecha y hora de 

presentación; poner a disposición de los interesados los modelos para la presentación de 

solicitudes; identificar a los interesados en el procedimiento; cualesquiera otras funciones 

que se les atribuyan legal o reglamentariamente. 

-Resolución de 2 de enero de 2018, de la Tesorería General de la Seguridad Social, por 

la que se modifica la de 16 de julio de 2004, sobre determinación de funciones en 

materia de gestión recaudatoria de la Seguridad Social (BOE 15-1-2018). 

Mediante esta modificación se atribuye exclusivamente a los Directores Provinciales 

y al titular de la Subdirección General de Recaudación en Periodo Voluntario en sus 

respectivos ámbitos territoriales la competencia para dictar resolución en materia de 

devolución de ingresos indebidos, la expedición y autorización de los documentos contables 

necesarios para dar cumplimiento a sus respectivas resoluciones y efectuar la devolución de 

las cantidades reconocidas, así como expedir y autorizar los documentos contables 

correspondientes para hacer efectiva la devolución de los saldos acreedores en las 

liquidaciones de cuotas a la Seguridad Social. 

Con esta medida se pretende concentrar la realización de estos trámites en menos 

órganos, disminuir el número de documentos contables generados para instrumentar el pago 

y, con ello, reducir el tiempo necesario para hacer efectiva la devolución de ingresos 

indebidos y de saldos acreedores, estableciendo una mayor frecuencia de pago. 
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-Resolución de 23 de octubre de 2017, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, 

por la que se fija la fecha a partir de la cual se notificarán electrónicamente los actos de 

los procedimientos administrativos de concesión de moratorias y exención dictados al 

amparo del artículo 24.2.b) de la Ley 17/2015, de 9 de julio, del Sistema Nacional de 

Protección Civil; de diferimiento regulado en el artículo 56.2 del Reglamento general de 

recaudación de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de 

junio; y de exoneración recogidos en la disposición adicional cuarta del Real Decreto-

ley 16/2014, de 19 de diciembre, por el que se regula el Programa de Activación para el 

Empleo. (BOE 3-11-2017) 

Conforme a lo previsto en el apartado 4 de la disposición adicional única de la Orden 

ESS/485/2013, de 26 de marzo, mediante esta resolución se determina la fecha a partir de la 

cual podrán notificarse electrónicamente los actos recaídos en los procedimientos 

administrativos a los que se refiere la resolución. 

A partir de la fecha de efectos de esta resolución (al día siguiente a su publicación en 

el BOE) se notificarán o comunicarán a través del sistema de notificación electrónica todos 

los actos dirigidos a los sujetos responsables a los que se refiere el artículo 3.2 de la Orden 

ESS/485/2013, de 26 de marzo, por la que se regulan las notificaciones y comunicaciones 

por medios electrónicos en el ámbito de la Seguridad Social, así como a las personas, físicas 

o jurídicas, o entes sin personalidad jurídica a que se refiere el artículo 3.3 de la citada orden, 

que opten por esa forma de notificación, y a las actuales mutuas colaboradoras con la 

Seguridad Social, así como sus centros mancomunados a los que se refiere el artículo 3.4 de 

la misma orden, que se dicten por la Tesorería General de la Seguridad Social en los 

siguientes procedimientos administrativos:  

a) Procedimiento administrativo de concesión de moratorias y exenciones previsto en 

el artículo 24.2 b) de la Ley 17/2015, de 9 de julio, del Sistema Nacional de Protección Civil, 

o en cualquier otra disposición legal específicamente dictada al efecto y en la que se 

contemple la concesión de cualquiera de estas medidas.  

b) Procedimiento administrativo de diferimiento, regulado en el artículo 56.2 del 

Reglamento general de recaudación de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 

1415/2004, de 11 de junio.  

c) Procedimiento administrativo de exoneración, recogido en la disposición adicional 

cuarta del Real Decreto-ley 16/2014, de 19 de diciembre, por el que se regula el Programa de 

Activación para el Empleo. Segundo. Esta resolución surtirá efectos a partir del día siguiente 

al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
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-Resolución de 3 de enero de 2018, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, 

por la que se fija la fecha a partir de la cual se notificarán electrónicamente las 

resoluciones sobre la elevación a definitivas de las actas de liquidación de cuotas de la 

Seguridad Social, así como de las actas de liquidación conjuntas con las actas de 

infracción levantadas por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social; las resoluciones 

sobre imposición de sanciones por infracciones en materia de Seguridad Social 

competencia de la Tesorería General de la Seguridad Social; y las resoluciones de las 

impugnaciones administrativas formuladas frente a los actos dictados por la Tesorería 

General de la Seguridad Social en las materias de su competencia, salvo en materia de 

recursos humanos (BOE 18-1-2018).  

La Orden ESS/485/2013, de 26 de marzo, por la que se regulan las notificaciones y 

comunicaciones por medios electrónicos en el ámbito de la Seguridad Social, establece los 

supuestos y condiciones en que los sujetos a los que se refiere su artículo 3 quedarán 

obligados a recibir por medios electrónicos las notificaciones y comunicaciones que les dirija 

la Administración de la Seguridad Social, de acuerdo con lo previsto en los artículos 5.2.e) y 

132 LGSS. 

Esta Orden prevé en su artículo 8 que la obligación de recibir por medios electrónicos 

las notificaciones y comunicaciones efectuadas por la Administración de la Seguridad Social 

alcanzará a todas las actuaciones y procedimientos en materia de Seguridad Social, incluidos 

los correspondientes a la recaudación de los recursos a que se refiere el artículo 1 del 

Reglamento general de recaudación de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 

1415/2004, de 11 de junio. Se establece que la notificación electrónica de los referidos actos 

administrativos se hará efectiva de acuerdo con lo dispuesto en la Disp. Adic. única de la 

citada orden, que prevé en su apartado 4 que por resolución de la Secretaría de Estado de la 

Seguridad Social se fijarán las fechas a partir de las cuales las distintas actuaciones y 

procedimientos en materia de Seguridad Social se notificarán o comunicarán a través del 

sistema de notificaciones electrónicas. 

El art. Primero establece que a partir de la fecha de efectos de esta resolución (el día 

siguiente a su publicación en el BOE) la Tesorería General de la Seguridad Social notificará 

a través del sistema de notificación electrónica, mediante comparecencia en la sede 

electrónica de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, a los sujetos responsables a que 

se refiere el artículo 3 de la Orden ESS/485/2013, de 26 de marzo, por la que se regulan las 

notificaciones y comunicaciones por medios electrónicos en el ámbito de la Seguridad 

Social, en los términos previstos tanto en el citado artículo 3 como en su disposición 

adicional única, las siguientes resoluciones en materia de Seguridad Social: 

a) Las resoluciones sobre la elevación a definitivas de las actas de liquidación de 

cuotas de la Seguridad Social, así como de las actas de liquidación conjuntas con las actas de 

infracción levantadas por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 

b) Las resoluciones sobre imposición de sanciones por infracciones en materia de 

Seguridad Social que afecten al ámbito de competencia de la Tesorería General de la 

Seguridad Social. 
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c) Las resoluciones de las impugnaciones administrativas formuladas frente a los 

actos dictados por la Tesorería General de la Seguridad Social en las materias de su 

competencia, salvo en materia de recursos humanos.  

5. TRABAJADORES AUTÓNOMOS 

-Ley 6/2017, de 24 de octubre, de Reformas Urgentes del Trabajo Autónomo (BOE 25-

10-2017).  

Conforme establece la Exposición de Motivos, con esta ley se pretende avanzar en 

una serie de reformas que van dirigidas a apoyar el desarrollo de la actividad emprendedora 

en los términos más adecuados para dicho colectivo. 

La ley se estructura en ocho títulos, siete disposiciones adicionales, una disposición 

derogatoria y trece disposiciones finales. Entre las principales medidas que se establecen 

destacan las siguientes: 

-Se establecen en el Título I medidas dirigidas a facilitar la cotización a la Seguridad 

Social y a reducir las cargas administrativas de los trabajadores autónomos: 

-Se modulan los recargos por el ingreso fuera de plazo de las cuotas a la Seguridad 

Social de los trabajadores autónomos, reduciendo a un 10% el aplicable si el abono se 

produce dentro del primer mes natural siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso. 

Dicha modulación se extiende al resto de sujetos responsables del pago incluidos en los 

diferentes regímenes. 

-Se realiza una regulación de la cotización de los trabajadores autónomos en régimen 

de pluriactividad que contempla de manera conjunta los diversos beneficios en materia de 

cotización de aquellos emprendedores que simultáneamente llevan a cabo otra actividad que 

les incluye en otro régimen, desde una perspectiva de reducción de cargas administrativas. 

-En el título II se establece la ampliación de la cuota reducida de 50 euros -la 

denominada «tarifa plana»- para los nuevos autónomos hasta los doce meses, en lugar de los 

seis actuales, lo que se contempla de forma coordinada con otros beneficios ya existentes. 

-Se contemplan medidas para favorecer la conciliación entre la vida laboral y familiar 

de los trabajadores autónomos, título III:  

 se añade una tarifa plana de 50 euros durante 12 meses para aquellas mujeres 

autónomas o por cuenta propia del grupo 1 de cotización del Régimen 

Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar que han cesado 

su actividad por maternidad, adopción o acogimiento y vuelven a realizar 

una actividad por cuenta propia en los dos años siguientes al cese. 

 se establece una bonificación por cuidado de menores de 12 años. 

 se establece una bonificación durante el descanso por maternidad, paternidad 

y otros. 
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-Se introducen mejoras en los derechos colectivos del trabajador autónomo (Título 

IV).  

-El título V introduce varias modificaciones en el Impuesto sobre la Renta de las 

Personas Físicas con la finalidad de clarificar la deducibilidad de los gastos en los que 

incurren los autónomos en el ejercicio de su actividad, de forma que puedan contar con un 

elevado grado de seguridad jurídica. 

-El título VI desarrolla medidas para mejorar la cotización de los trabajadores 

autónomos. En particular, se modifica el art. 312 LGSS en materia de base mínima de 

cotización. 

-Se establecen medidas para mejorar la formación profesional para el empleo de los 

trabajadores autónomos (Título VII). 

-Se lleva a cabo la equiparación a efectos de las contingencias derivadas de accidente 

de trabajo in itinere (Título VIII), modificando el art. 316 LGSS.  

-Para conjugar equilibradamente los deseos de los trabajadores autónomos con las 

necesidades de gestión de la Seguridad Social, se posibilita que hasta un máximo de tres altas 

al año tengan efectos desde el momento de inicio de la actividad y no desde el primer día del 

mes en que se inicia dicha actividad, como ocurría hasta ahora (Disp. Final 1ª).  

-La disposición final segunda permite elevar de dos a cuatro el número de veces al 

año en que puede cambiarse de base de cotización, con lo que se adecua la norma a las 

fluctuaciones que son susceptibles de producirse en los ingresos de la actividad autónoma a 

lo largo de cada ejercicio. Para ello se lleva a cabo una modificación del Reglamento general 

sobre inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores 

en la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 84/1996, de 26 de enero, y del 

Reglamento general sobre cotización y liquidación de otros derechos de la Seguridad Social, 

aprobado por el Real Decreto 2064/1995, de 22 de diciembre. 

-Orden ESS/1310/2017, de 28 de diciembre, por la que se modifica la Orden de 24 de 

septiembre de 1970, por la que se dictan normas para aplicación y desarrollo del 

Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 

Autónomos. (BOE 30-12-2017) 

Esta Orden es consecuencia de la modificación del Reglamento general sobre 

inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en la 

Seguridad Social (RD 84/1996, de 26 de enero), llevada a cabo por la Ley 6/2017, de 24 de 

octubre, de reformas urgentes del trabajo autónomo.  

La Ley 6/2017 ha establecido la posibilidad de que los trabajadores por cuenta propia 

incluidos tanto en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por 

Cuenta Propia o Autónomos como en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 

Trabajadores del Mar puedan causar, desde el 1 de enero de 2018, hasta tres altas y bajas en 

el año con efectos desde el día en que concurran, en la persona de quien se trate, los 

requisitos y condiciones determinantes de su inclusión en uno u otro régimen, para las altas, 

y desde la fecha del cese en la actividad, para las bajas. Esta modificación supone una 
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importante reforma, puesto que hasta ahora la normativa aplicable a los trabajadores por 

cuenta propia únicamente les permitía cotizar por meses completos (las altas surtían efectos 

desde el día primero del mes natural en que se produjeran los requisitos determinantes de la 

inclusión del trabajador en el respectivo régimen especial y las bajas desplegaban sus efectos 

al vencimiento de último día del mes natural en el que el trabajador autónomo hubiera cesado 

en su actividad).  

Las modificaciones en el citado Reglamento general sobre inscripción de empresas y 

afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en la Seguridad Social hacen 

necesario revisar el contenido de la Orden de 24 de septiembre de 1970, por la que se dictan 

normas para aplicación y desarrollo del Régimen Especial de la Seguridad Social de los 

Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, en lo referente a los efectos económicos de 

las prestaciones de la Seguridad Social, posibilitando que haya una correspondencia con la 

fecha del cese en la actividad. 

Se considera que la modificación de la citada Orden es suficiente para la aplicación de 

estas medidas a los trabajadores por cuenta propia comprendidos dentro del campo de 

aplicación del Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar, puesto 

que la Ley 47/2015, de 21 de octubre, reguladora de la protección social de las personas 

trabajadoras del sector marítimo-pesquero, hace una remisión expresa a la normativa 

reguladora del Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta 

Propia o Autónomos. 

6. INSPECCIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 

-Real Decreto 1078/2017, de 29 de diciembre, por el que se modifica el Reglamento de 

Organización y Funcionamiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, 

aprobado por el Real Decreto 138/2000, de 4 de febrero, y el Reglamento general sobre 

procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones de Orden social y para 

los expedientes liquidatarios de cuotas de la Seguridad Social, aprobado por el Real 

Decreto 928/1998, de 14 de mayo. (BOE 30-12-2017) 

Este Real Decreto es consecuencia de la Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora del 

Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social. Dicha Ley ha creado un nuevo modelo 

de organización y funcionamiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social con el 

objetivo de responder mejor a las demandas de la sociedad actual, ejercer con mayor eficacia 

las funciones encomendadas a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, y distribuir y 

aprovechar mejor los recursos de que dispone. Además, la ley pretende avanzar en la 

adaptación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social a la organización territorial del 

Estado mediante la configuración de un Sistema único e integral de Inspección de Trabajo y 

Seguridad Social, basado en los principios de unidad de función y actuación inspectora en 

todas las materias del orden social, sin perjuicio de los criterios de especialización y 

actuación programada y trabajo en equipo. Se reafirma también la doble dependencia de la 

Inspección, de la Administración General del Estado o de las Comunidades Autónomas en 

función de qué administración sea la titular de la competencia material, y refuerza la 

participación institucional de las Comunidades Autónomas en los órganos de dirección de la 

Inspección de Trabajo y Seguridad Social.  
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Dentro de las novedades que recoge la Ley 23/2015, de 21 de julio, está la creación de 

un nuevo Cuerpo de funcionarios, el Cuerpo de Subinspectores Laborales, que integra dos 

Escalas especializadas; la de los Subinspectores de Empleo y Seguridad Social, formada por 

los pertenecientes al Cuerpo de Subinspectores de Empleo y Seguridad Social ya existente, y 

la Escala de Subinspectores de Seguridad y Salud Laboral de nueva creación.  

Este real decreto no aborda un desarrollo general de la Ley 23/2015, de 21 de julio, 

sino que se centra en las materias derivadas de la creación del nuevo Cuerpo de 

Subinspectores Laborales, su funcionamiento y actuación. En concreto, respecto de la Escala 

de Subinspectores de Empleo y Seguridad Social, la Ley 23/2015, de 21 de julio, mantiene 

su regulación esencial en relación a su funcionamiento y actuación, y reconoce nuevas 

competencias en materias hasta ese momento reservadas a los Inspectores de Trabajo y 

Seguridad Social, como las relativas a la verificación del cumplimiento de la normativa en 

materia de contratación o de acceso al trabajo a menores de dieciséis años. Por su parte, 

respecto de la Escala de Subinspectores de Seguridad y Salud Laboral, al tratarse de una 

creación ex novo de la Ley 23/2015, de 21 de julio, en la Ley 23/2015 se establece, además, 

lo relativo al ingreso en dicha Escala, sus funciones, facultades, ámbito de actuación, forma 

de actuación, modalidades y medidas derivadas de la misma. En particular, en lo relativo a 

las funciones de ambas Escalas del Cuerpo de Subinspectores Laborales, la ley remite al 

desarrollo reglamentario los concretos términos del ejercicio de las mismas, lo que exige la 

regulación contenida en este real decreto.  

Para ello se procede a la modificación de la normativa reguladora de la organización y 

funcionamiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, contenida en el Reglamento 

de Organización y Funcionamiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social (RD 

138/2000, de 4 de febrero), y a la modificación de la normativa que regula el procedimiento 

especial para la imposición de sanciones en el orden social, contenida en el Reglamento 

general sobre procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones de Orden 

Social y para los expedientes liquidatarios de cuotas de la Seguridad Social (RD 928/1998, 

de 14 de mayo). 

7. DEPENDENCIA 

-Real Decreto 1082/2017, de 29 de diciembre, por el que se determina el nivel mínimo 

de protección garantizado a las personas beneficiarias del Sistema para la Autonomía y 

Atención a la Dependencia. (BOE 30-12-2017) 

El presente real decreto tiene por objeto determinar la aportación de la 

Administración General del Estado para la financiación del nivel mínimo de protección 

garantizado para las personas beneficiarias valoradas en grado III, Gran Dependencia, grado 

II, Dependencia Severa, y grado I, Dependencia Moderada. 

Lo hace conforme a lo previsto en el RD 1050/2013, de 27 de diciembre, por el que se 

regula el nivel mínimo de protección establecido en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de 

Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia. 

El art. 4.1 de dicho RD establece que la asignación financiera del nivel mínimo de protección 

a cada comunidad autónoma se efectúa mensualmente considerando tres variables: el número 

de beneficiarios, el grado de dependencia así como el número y tipo de prestaciones, 
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establecidas en el capítulo II del título I de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre. Asimismo el 

citado RD regula que la aportación de la Administración General del Estado para la 

financiación del nivel mínimo de protección del Sistema para la Autonomía y Atención a la 

Dependencia para cada persona beneficiaria del Sistema con resolución de grado III, Gran 

Dependencia; grado II, Dependencia Severa y grado I, Dependencia Moderada, será la 

establecida en la disposición transitoria undécima, apartado 2, del RD-ley 20/2012, de 13 de 

julio, de medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la 

competitividad. 

Conforme a todo ello, el Artículo Único de este RD procede a la actualización de las 

cuantías del nivel mínimo de protección garantizado por la Administración General del 

Estado para cada persona beneficiaria del Sistema para la Autonomía y Atención a la 

Dependencia, de grado III, Gran Dependencia; grado II, Dependencia Severa y grado I, 

Dependencia Moderada, que son las fijadas en el anexo: 

-Grado III Gran Dependencia ..................................... 190,13 euros/mes 

-Grado II Dependencia Severa ..................................... 84,49 euros/mes 

-Grado I Dependencia Moderada ................................. 47,38 euros/mes 

-Resolución de 11 de diciembre de 2017, de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales 

e Igualdad, por la que se publica el Acuerdo del Consejo Territorial de Servicios 

Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, que modifica 

parcialmente el Acuerdo de 27 de noviembre de 2008, sobre criterios comunes de 

acreditación para garantizar la calidad de los centros y servicios del Sistema para la 

Autonomía y Atención a la Dependencia (BOE 30-12-17)  

De conformidad con lo establecido en el artículo 34 de la Ley 39/2006, de 14 de 

diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de 

dependencia, el Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y 

Atención a la Dependencia aprobó, en su reunión de 19 de octubre de 2017, el Acuerdo por 

el que se modifica parcialmente el Acuerdo del Consejo Territorial del Sistema para la 

Autonomía y Atención a la Dependencia de 27 de noviembre de 2008, sobre criterios 

comunes de acreditación para garantizar la calidad de los centros y servicios del Sistema para 

la Autonomía y Atención a la Dependencia, modificado por el Acuerdo de 7 de octubre de 

2015, que se publica como anexo a esta resolución. 

En él se establece que desde la aprobación del Acuerdo de 7 de octubre de 2015, se ha 

progresado en la acreditación de los profesionales, gracias al esfuerzo de la mayoría de las 

Comunidades Autónomas que, entre otras medidas, han publicado convocatorias para la 

acreditación y evaluación de las competencias profesionales adquiridas a través de la 

experiencia laboral o vías no formales de formación, y han desarrollado la normativa para 

poder hacer efectiva la habilitación excepcional en el ámbito autonómico, de los 

profesionales con una edad igual o mayor de 55 años, dando cumplimiento a lo establecido 

en el citado acuerdo. 

Sin embargo, se prevé que no se podrá alcanzar la cualificación del 100% de estos 

profesionales a 31 de diciembre de 2017. Por este motivo, y para garantizar la estabilidad en 
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el empleo, en el presente acuerdo se adoptan medidas como la habilitación excepcional de 

personas con una experiencia demostrada, así como la habilitación provisional para personas 

que habiendo trabajado, no cumplan con el requisito de la experiencia, y se comprometan a 

participar en los procesos de evaluación y acreditación de la experiencia laboral que 

convoquen desde el ámbito autonómico o estatal, o a realizar la formación vinculada a los 

correspondientes certificados de profesionalidad o títulos de formación profesional, dando 

respuesta a las necesidades de cualificación de los profesionales sin la acreditación requerida. 

Igualmente se establece un régimen especial de zonas rurales e insulares.  

Los contenidos de esta modificación dejan sin efecto los del Acuerdo de 7 de octubre 

de 2015, por estar afectado en todos sus términos. 

8. EMPLEO 

-Real Decreto 1032/2017, de 15 de diciembre, por el que se aprueba la Estrategia 

Española de Activación para el Empleo 2017-2020 (BOE 16-12-2017)  

La Estrategia Española de Activación para el Empleo es -junto con los Planes Anuales 

de Política de Empleo y el Sistema de Información de los Servicios Públicos de Empleo- uno 

de los tres instrumentos de coordinación del Sistema Nacional de Empleo. Vertebra las 

políticas activas de empleo y de intermediación laboral que se desarrollan en el conjunto del 

Estado. 

Recoge tres tipos de objetivos complementarios: claves, estratégicos y estructurales. 

Además, contempla medidas en orden a racionalizar el sistema de protección por desempleo 

y modernizar el Sistema Nacional de Empleo. 

-Resolución de 18 de diciembre de 2017, de la Secretaría de Estado de Empleo, por la 

que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 15 de diciembre de 2017, por el 

que se aprueba el Plan Anual de Política de Empleo para 2017, según lo establecido en 

el artículo 11.2 del texto refundido de la Ley de Empleo, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 3/2015, de 23 de octubre (BOE 26-12-2017)  

El Plan Anual de Política de Empleo 2017 establece los objetivos a alcanzar en este 

año en el conjunto de España y en cada una de las distintas Comunidades Autónomas, así 

como los indicadores que se van a utilizar para valorar su grado de consecución.  

9. SALARIO MÍNIMO INTERPROFESIONAL 

-Real Decreto-ley 20/2017, de 29 de diciembre, por el que se prorrogan y aprueban diversas 

medidas tributarias y otras medidas urgentes en materia social. (BOE 30-12-2017) 

-Se aprueban los coeficientes de actualización de los valores catastrales para 2018, 

como medida necesaria para contribuir a reforzar la financiación municipal, la consolidación 

fiscal y la estabilidad presupuestaria de las entidades locales. 

-En el ámbito tributario se establecen límites para la aplicación del método de 

estimación objetiva en el ejercicio 2018; así como límites para la aplicación del régimen 

simplificado y del régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca en el ejercicio 2018. 
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-Se establece la fijación del salario mínimo interprofesional para 2018 y reglas de 

afectación de las nuevas cuantías del salario mínimo interprofesional en 2018, 2019 y 2020, 

conforme al Acuerdo social para el incremento del Salario Mínimo Interprofesional 2018-

2020, suscrito el 26 de diciembre de 2017 entre el Gobierno y los interlocutores sociales. 

Con base en dicho Acuerdo, la disposición adicional única encomienda al Gobierno fijar, de 

acuerdo con lo establecido en el art. 27.1 ET, el salario mínimo interprofesional para 2018 

con un incremento del 4% respecto del establecido para 2017.  

-Real Decreto 1077/2017, de 29 de diciembre, por el que se fija el salario mínimo 

interprofesional para 2018 (BOE 30-12-2017) Corrección de errores BOE 31-1-2018. 

Se aprueba este RD en cumplimiento del mandato al Gobierno para fijar anualmente 

el salario mínimo interprofesional, contenido en el artículo 27.1 ET para establecer las 

cuantías que deberán regir a partir del 1 de enero de 2018, tanto para los trabajadores fijos 

como para los eventuales o temporeros, así como para los empleados de hogar.  

Las nuevas cuantías, que representan un incremento del 4% respecto de las vigentes 

en 2017, son el resultado de tomar en consideración de forma conjunta todos los factores 

contemplados en el citado artículo 27.1 ET y tienen en cuenta lo recogido en el Acuerdo 

social para el incremento del Salario Mínimo Interprofesional 2018-2020, suscrito el 26 de 

diciembre de 2017 por el Gobierno y los interlocutores sociales, así como lo establecido en la 

disposición adicional única del Real Decreto-ley 20/2017, de 29 de diciembre, por el que se 

prorrogan y aprueban diversas medidas tributarias.  

El citado incremento tiene en cuenta, según la Exposición de Motivos, la mejora de 

las condiciones generales de la economía, acompasando así la evolución de los salarios en el 

proceso de recuperación del empleo. La regulación establecida es la siguiente: 

-Se fija el SMI para 2018 en 24,53 euros/día o 735,9 euros/mes.  

-En los convenios colectivos vigentes a 1-1-17 que utilicen el SMI como referencia 

para determinar la cuantía o el incremento del salario base o de complementos salariales, 

salvo que las partes legitimadas acuerden otra cosa, las cuantías del SMI se entenderán 

referidas durante 2018 a las establecidas en el RD por el que se fija el SMI para 2016, 

incrementadas en un 2%. 

-En los convenios colectivos que entraron en vigor después del 1-1-17 y que 

continuaban vigentes a 26-12-17, cuando utilicen el SMI como referencia para determinar la 

cuantía o el incremento del salario base o de complementos salariales, salvo que las partes 

legitimadas acuerden otra cosa, las cuantías del SMI se entenderán referidas durante 2018 a 

las establecidas en el RD por el que se fija el SMI para 2017. 

-Se fijan reglas especiales para las normas autonómicas y locales que utilicen el SMI 

como indicador o referencia del nivel de renta para determinar la cuantía de determinadas 

prestaciones o para acceder a determinadas prestaciones, beneficios o servicios públicos, así 

como para los contratos y pactos de naturaleza privada que utilicen el SMI como referencia a 

cualquier efecto. 


